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REG. SENT. DEF. Nº: 106

Lomas  de  Zamora,  a  los  07  días  de julio de 2011, reunidos  en  Acuerdo  Ordinario los señores jueces que integran  esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto  Horacio Basile y Carlos Ricardo Igoldi con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº  68672,  caratulada: "PERTIERRA, ALICIA MABEL C/ SOSA, ALEJANDRA Y OTRO  S/  Desalojo".- De conformidad con  lo  dispuesto  por  los artículos 168 de la Constitución  de  la  Provincia  de Buenos   Aires  y  266  del  Código  Procesal  Civil  y Comercial,  del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

                 -C U E S T I O N E S-

               1º.- ¿Es justa la sentencia dictada?

               2º.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.),  dió  el  siguiente  orden  de  votación: Dres. Basile e Igoldi.-

                   -V O T A C I O N-

A la primera cuestión, el Dr. Basile dice:

               I.- El señor juez titular del Juzgado de Primera   Instancia   en   lo  civil  y  comercial  Nº2 departamental dictó sentencia a fs. 345/350  rechazando la  demanda  de  desalojo  impetrada  por  Alicia Mabel Pertierra,  a  trav‚s  de  su apoderada Esther Herminda Cajal, contra Alejandra Noemí Sosa y  Gregorio  Nicolas Aranda,  con  relación  al  inmueble  sito   en   calle Güiraldes  Nº2602  de  Lomas  de Zamora del partido del mismo nombre. Impuso  las  costas  a  la  accionante  y difirió la regulación de honorarios profesionales. 

               El pronunciamiento fue apelado a fs. 355 por la parte actora.

               Radicadas las presentes  actuaciones  en esta Sala, a fs. 365/370 expresó agravios la  apelante, mereciendo  réplica  su  escrito recursivo a fs. 373 de parte de los accionados.

               A  fs. 374 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida.

               DE LOS AGRAVIOS

               II.-  Es  motivo  de agravio de la parte actora el rechazo de la acción de desalojo intentada ya que  considera  que  el  juez  de  anterior grado se ha apartado   incorrectamente   de   las  constancias  del expediente  de  diligencias  preliminares que corre por cuerda así como de lo manifestado por la Sra.  Sosa  en la c‚dula de fs. 19 al  oficial  notificador.  Asimismo considera  que se ha valorado incorrectamente la prueba testimonial rendida en autos. En conjunto considera que no se ha acreditado debidamente la posesión  en  cabeza de   los   accionados.  Por  otro  lado,  cuestiona  la imposición de costas para el caso que no  sea  revocada la sentencia, ya que estima  que  válidamente  pudo  su parte considerarse con derecho a litigar. 

               DE LA REPLICA

               III.-  En  ocasión   de   contestar   el traslado de los agravios, la parte demandada acusó a la actora  de no haber cumplido con la carga que impone el artículo 260 del código de rito.

               Tocante al pedido hecho  en  la  réplica para que se declare desierto el recurso, basado  en  la inexistencia de suficiente fundamentación,  debo  dejar sentado que esta Sala, efectivamente, se ha impuesto un criterio  de  exigir  la  formulación  de  una  crítica concreta  objetiva, razonada y circunstanciada de todos y cada uno de los fundamentos del fallo.

               Es  así,  que  el  desarrollo   de   los agravios  a la luz del artículo 260 del Código Procesal Civil y Comercial de  nuestra  provincia  supone,  como carga procesal, una exposición en la  que  mediante  el análisis  razonado  y  crítico  del  fallo impugnado se evidencie su injusticia. 

               La expresión de agravios  debe  contener la crítica concreta y razonada de las partes del  fallo recurrido  que se consideren equivocadas, en base a las constancias de autos, debiendo ser la pretensión de  la quejosa   autosuficiente   y   demostrativa   de    los desaciertos del  Magistrado,  pues  no  resulta  ataque idóneo  las  meras  afirmaciones  del   recurrente   no avaladas  en  circunstancias emergentes del proceso, ni la mera disconformidad con lo decidido,  toda  vez  que este   proceder   en   manera   alguna   satisface   la requisitoria legal de los artículos 260, 261 y 266  del rito  y,   en   consecuencia,   acarrea   como   lógica conclusión,  que  corresponda desierto este aspecto del recurso  (esta  Sala,  causa:  65280  RSD:   231/08   S 01/07/2008   in  re  "Moravicky,  Alejandro  c/Bressan, Luciana s/Ds y Ps").

               Esta Sala ha dicho, a su vez, que en los casos que aún mínimamente se cumplieran tales extremos, y se entendiera que  está  en  juego  el  principio  de defensa  en  juicio,  corresponde atender tales quejas, siguiendo la denominada doctrina  amplia  -pero  acoto- sólo excepcionalmente se ha seguido este criterio (CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 181/92, 46/93,  138/93,  177/93, 96/94, 56/98, 169/99 y ot.).

               En  mi  concepto, el escrito cuestionado no puede ser calificado de insuficiente respecto de  la crítica que formula al decisorio apelado.

               En consecuencia estimo necesario atender sus  quejas,  y revisar la justicia del fallo (Doctrina del art. 260 CPCC y jurisp. Anotada). 

               IV.- Asimismo, también solicitó que  sea declarada temeraria y maliciosa la conducta de la parte actora  y  su  patrocinante  y  que  sean  giradas  las actuaciones al CALZ (sic) para que la  profesional  sea Juzgada por presunta falta de ética profesional. 

               CONSIDERACION DE LAS QUEJAS

               V.-  No  habré  de  analizar  todas  las argumentaciones    del    recurrente,   sino   aquellas susceptibles  de incidir en mi voto (Conf. CSJN, 13-XI-96,  in  re:  "Altamirano, Ramón c/Comisión Nacional de Energía  Atómica;  idem  12-II-87, in re: Soñes, Rafael c/Administración General de Aduanas).

               Pongo de resalto que  la  obligación  de los magistrados de decidir las  cuestiones  conducentes para  el  fallo,  se  circunscribe  a  las  que  estime necesarias para la sentencia que deban dictar (Santiago C.  Fassi,  "Código   Procesal   Civil   y   Comercial, comentado, anotado y concordado", Tº I, pág.  278).  No se encuentran ceñidos  a  seguir  el  enfoque  jurídico esgrimido  por las partes, ni tampoco a rebatir todos y cada uno de los fundamentos por ellas  invocados  (Esta Alzada, Causa 60.14, 13-III-07, Reg. Sent. Def. 60).

               No  es  vano  recordar  que  cuando   un expediente  llega a la Cámara de Apelación en virtud de un  recurso, es la Alzada quien adquiere la plenitud de la  jurisdicción,  ocupando  desde  entonces  la  misma posición que tenía el juez de la primera instancia;  le corresponden idénticos deberes y derechos (C.S.J.N., 2-11-95,  in  re  "Miguel,  Lorenzo  c/Estado  Nacional"; "Sandler,  H‚ctor  c/Estado Nacional", Rep. El Derecho, Tº  30,  pág.  1072, nº 21; esta Alzada, 4-IV-06, Causa 62.061, Reg. Sent. Def. 60, Diario "El Derecho", 12-IX-06, Nº 11.591, fallo 54.240).

               VI.- El proceso de  desalojo  tiene  por objeto   la  recuperación  o  restitución  de  un  bien perseguida   contra  quien  se  halla  obligado  a  esa restitución,  asegurándose  así la libre disposición de los  inmuebles  al  que tiene derecho a ello cuando son detentados contra su voluntad por personas que entraron en  su  tenencia  mediante  actos  o  contratos que por cualquier  causa  no  puede  ya considerarse existentes (esta Sala, exp:63796  RSD-224-6  S  19-6-2007,  in  re "Camino, Alberto c/ Cordoba, Ramon s/ Desalojo").

               El proceso de desalojo da  cauce  a  una acción personal cuyo objeto es lograr la restitución de la tenencia de un inmueble de quien la detenta y  tiene una  obligación  exigible  de  restituirla o entregarla (SCBA, Ac y Sent, 1986, v.IV, p.397).

               La acción personal de  desalojo  reglada por  el  artículo  676  del  Código  Procesal  Civil  y Comercial  no  constituye  una  vía  sucedánea  de  las acciones petitorias o posesorias. Es decir: no procede, si el accionado comprueba prima facie la efectividad de la posesión que invoca, justificando lo verosímil de su pretensión.  Toda  investigación  que  la  trascendiera desnaturalizaría la acción en la que está  excluido  lo referente al derecho de propiedad, al ius possidendis o el ius possesionis (esta Sala, Exp:66067 RSD:  398/2008 04/11/2008  in  re  "De  Novac,  Elena  Dora c/Ramirez, Daniel Alejandro s/Desalojo).

               Tiene dicho la Suprema Corte  bonaerense que  corresponde  desestimar  la  acción  por  desalojo intentada si los demandados han acreditado prima  facie el carácter de poseedores que invocaron, lo que  impide que  pueda  considerárselos  como   deudores   de   una obligación exigible de  restituir,  como  lo  exige  el artículo 676 del  Código  Procesal  Civil  y  Comercial (conf. Ac. 73.150, sent.  del  21-XI-2001;  Ac.  94916, sent. del 19-XI-2007).

               No  procede  la demanda de desalojo (sin perjuicio de las acciones posesorias o  petitorias  que restan al propietario) si el accionado comprueba "prima facie"   la  efectividad  de  la  posesión  que  invoca justificando así la seriedad de su pretensión.  Y  ello es así, aunque la posesión invocada no reúna las  notas eficientes  para repeler una pretensión reivindicatoria o justificar una usucapión porque de  lo  contrario  se estaría  desnaturalizando  la  índole  del  proceso  de desalojo,  convirtiéndolo  en  un  juicio  petitorio  o posesorio  (SCBA,  Ac. 33469 del 26-6-84; Ac. 56924 del 30-8-96; esta Sala, Exp: 51737 RSD:  460  noviembre  de 2001  in  re "Sisan de Kalista, Ana c/Villanueva, Telmo s/Desalojo").

               El debate es ajeno al desalojo cuando se ventilan acciones de tipo real. Lo que no presupone que el legitimado pasivo no pueda, en este tipo de proceso, demostrar sumariamente que no  reviste  la  calidad  de intruso. Si lo hace, enervará la  acción  de  desalojo, debiendo el pretendiente recurrir a las acciones reales si correspondiere. Es decir, es  improcedente  en  esta clase de procesos  en  los  que  se  ventilan  derechos personales, cuestiones referentes  a  la  posesión;  si allí  se  centra el conflicto, el marco del desalojo se encuentra  excedido  y  la  acción   elegida   por   el reclamante no ha sido  la  adecuada  (esta  Sala,  Exp: 53891  RSD:  412,  21/10/2003,  in re "Serafini, Adrian c/Fernandez, Alfredo y ots s/Desalojo").

               VII.- Esta Sala ha tenido oportunidad de expedirse  sobre  el  tema diciendo que "el poseedor no puede,  por  acto  de  propia  voluntad  desprovisto de manifestación exterior, cambiar la causa o título de su relación con la cosa, no importa el tiempo  durante  el cual dure la relación. Y  de  existir  tales  actos  de interversión,  su  prueba  corre por cuenta de quien la invoca  (art.  2458  C. Civil). En otras palabras puede perderse  la  posesión  -entre  otras causas- cuando el representante del poseedor niega a  éste  tal  calidad, impidi‚ndole ejercer actos posesorios, asumiendo  dicha condición de poseedor por sí y para sí. Siendo del caso enfatizar que en el esquema del Código Civil la pérdida de la  posesión  no  se  produce  frente  a  la  simple declaración del representante del  poseedor  de  poseer como   dueño,   no   basta  un  simple  querer  emitido impersonalmente:  la  interversión  del  título   exige condiciones rigurosas, supone una  pugna  efectiva  que implique impedir realmente al propietario el  ejercicio de sus facultades, en otras  palabras,  realización  de actos claramente incompatibles con la  primitiva  causa de  la  posesión o tenencia, que no dejen la más mínima duda  sobre  la  intención  de  privar  al  dueño de la facultad de disponer de ella (CSJN, Fallos 253:53; esta Sala,  Exp:61864 in re "Blotta, Maria c/Puchetta, Waldo s/Reivindicación"; Exp: 65894 RSD: 406/2008  11/11/2009 in  re  "Semeniuk,  Alejandro y ot c/Illinova, Marina y ots s/Desalojo).

               VI.-Si bien el juez tiene  el  deber  de apreciar  la  prueba,  ello no implica la obligación de referirse en  detalle  a  cada  uno  de  los  elementos aportados,  sino  de  seleccionarlos a fin de fundar el fallo  en  los  más  eficientes,  tal  como viene de la acción  de  los artículos 163 y 384 de la ley procesal. Es que no existe imposición de merituar  todas  y  cada una de las pruebas arrimadas pues se  halla  dentro  de las  facultades legalmente regladas -como ya lo referí- la de preferir  uno  sobre  otros  sin  siquiera  hacer mención de estos últimos, cuando no resulten relevantes para la dilucidación de  la  cuestión  litigiosa  (esta Sala I, in re "G. de V. C. n. c/ V.C.A.  s/  Alimentos" causa nº 58.267 reg. sent. Def:545/03).

               Ha  dicho  la  Suprema  Corte  de   esta Provincia que los  jueces  de  mérito  pueden  preferir alguna de las pruebas producidas a otras y omitir  toda referencia  a  las que estimen inconducentes; que basta expresarse en su valoración de  los  datos  fácticos  a aquellos dirimentes para la solución del caso, y que no deben  seguir al pie de la letra las argumentaciones de las  partes,  siendo suficiente que se pronuncien sobre las  cuestiones fundamentales (Doct. art. 384 CPCC; Ac. 22330 del 13-X-76; Ac. 33589 del 2-XI-84; Ac. 33693 del 25-IX-84; Ac. 41085 S  7-7-89;  Ac.  82248  S  23-4-03, entre otros).

               IX.-  Adelanto  mi opinión en el sentido que el recurso habrá de prosperar.

               Estimo  que  asiste  razón  al  apelante cuando  en su escrito recursivo pondera el resultado de la  diligencia  preliminar  que  corre  por cuerda -que tengo a la vista-, en la cual la Sra. Sosa manifestó al Oficial de Justicia ser ocupante del inmueble.

               Sobre   la   validez  probatoria  de  lo declarado ante el Oficial de Justicia en el marco de un mandamiento de constatación, tiene dicho esta Sala,  en anterior    integración   que   "En   este   particular instrumento,  como lo es el acta de un Oficial Público, no me es ajeno  de  modo  alguno,  que  el  instrumento público   hace  plena  fe  mientras  no  se  arguya  de falsedad, ya sea por acción civil o  penal,  y  que  la existencia  material  de  los  hechos  que  el  oficial público  hayan  sido  cumplidos  por  él  mismo, o bien pasados en su presencia de conformidad a lo normado por nuestro  Código  de  fondo en el artículo 993 y ccdtes. que  el  Oficial de Justicia, no solo es un funcionario público, sino  que  además  reviste  una  categoría  de funcionario, que por ser delegado del Juez, conforme el principio   de   delegación   propia  de  la  actividad procesal, le  dan  a  sus  actas  un  valor  probatorio similar  al  propio  reconocimiento  judicial, es decir debe  ser  mensurado su informe, volcado en el acta por el  realizada,   dentro   del   elevado   concepto   de credibilidad  y  verosimilitud  que  esto  impone (esta Sala, Exp: 62702  RSD:  337/07  del  04/10/2007  in  re "Echenique   de   Pirotta,   Catalina  c/Piuma,  German Lisandro s/ Desalojo").

               Comienza  aquí  a  jugar la "doctrina de los  actos  propios",  por  el  cual  es inatendible la pretensión que importe ponerse en contradicción con los propios actos  anteriores,  deliberados,  jurídicamente relevantes  y  plenamente eficaces (SCBA, Ac. 76.128 S, 15-5-2002; "Meiorin Sergio C/ Servente S/ Sumario").

               Mas concretamente, lo  que  con  acierto sostiene  Diaz  Picazo (citado por Simón P. Sanofás, en "Doctrina  de  los propios actos", Ius Nº 5 pag. 30) al señalar que una de las consecuencias del deber de obrar de buena fe y la de ejercitar los derechos de la  buena fe, es la exigencia de un comportamiento  coherente;  y que esta exigencia significa que, cuando  una  persona, dentro de una relación jurídica, ha suscitado  en  otra con  su  conducta  una confianza fundada, conforme a la buena fe, en una determinada conducta futura, según  el sentido objetivamente deducido de la conducta anterior, no  debe  defraudar  la  confianza   suscitada   y   es inadmisible toda actuación incompatible con ella.

               El  comportamiento de la accionada se ha tornado  un hito que no puede luego desconocer diciendo que  en realidad posee con ánimo de dueño. Ya que no es requerido al justiciable en esa oportunidad  argumentar frente al Oficial de Justicia que su derecho viene dado por la posesión con ánimo de dueño de un inmueble, sino que por el contrario, quien realmente posee  con  ánimo de dueño, como lo requiere la ley, en el convencimiento de no reconocer un señorío superior, no puede traslucir que  en  realidad  es ocupante. Poseedor y ocupante son calidades que se excluyen. 

               A mayor  abundamiento,  como  apunta  la parte  actora  en  su escrito recursivo, luego volvió a incurrir en un comportamiento que debilita su  defensa, ya  que  sostuvo  que era inquilina, otra situación que trasluce el hecho de ser un mero tenedor,  reconociendo la propiedad en quien sería su locador.

               X.-  Respecto  al  pago  de  impuestos y tasas, que suele ser  especialmente  considerado  a  la hora  de  probar el ánimo de dueño, se advierte que las constancias acompañadas son todas referidas a servicios públicos, a saber: Edesur, Telefónica de Argentina  SA, Aguas Argentinas y AySA. 

               No se ha acreditado el pago del Impuesto Inmobiliario ni de tasas municipales, que son  aquellos tributos que hacen al mantenimiento de la  propiedad  y que traslucen, sin hesitación, el animus domini.

               Dicho  de  otro  modo: para demostrar la "posesión" de  una  cosa  no  es  suficiente  una  mera declaración del ocupante, sino  que  éste  último  debe acreditar  hechos  que reflejen el ánimo de comportarse como dueño, sin que se pueda desprender dicha condición del  pago de servicios, por cuanto ellos son necesarios para gozar del uso de la  prestación  (vgr.  luz,  gas, tel‚fono, etc.), sin que surja que los accionados hayan acreditado el pago de impuestos, los que sí hacen a  la condición que dijeron detentar ( art.  375  y  384  del ritual).

               XI.- Asimismo, y sobre este  mismo  piso de  marcha, resulta extraño que ninguna factura se haya acompañado a este proceso de  las  profusas  mejoras  y reparaciones que dicen haber realizado  los  accionados en la propiedad, conforme lo afirman los testigos Gomez Taule (fs. 245/246), Arminio (fs. 247), Lobo (fs.  248) y Coronel (fs. 249/250).

               Acreditar  la  realización   de   dichas erogaciones para poner  en  condiciones  la  propiedad, podría haber sido demostrativo de su posesión, mas este proceso adolece de dichos elementos probatorios, cuando era  carga  de  los accionados acreditar su realización (art. 375 CPCC). 

               XII.-  Llegado  hasta  aquí  solo  resta analizar las declaraciones testimoniales  brindadas  en autos.

               Es  necesario  poner  de  resalto que la valoración   de  la  prueba  testimonial  y  su  fuerza probatoria deben apreciarse según las reglas de la sana lógica,   procurando   desentrañar   el   mérito  o  la inconsistencia   de   la   declaración  con  las  demás circunstancias de la causa que corroboren o  disminuyan su  fuerza,  observando  igualmente  la  calidad de los testigos.  Los  magistrados   son   soberanos   en   la apreciación   de   las   declaraciones   testimoniales, analizadas como se ha efectuado, conforme las reglas de la sana crítica (art. 384 CPC). 

               Los jueces no solamente concluyen en sus sentencias  con el literal confronte de los testimonios que  se  les  brinda  en análisis, sino que lo hacen al materializar  en  ellos  su lógico pensamiento luego de formarse convicción de la verdad  moral  como  terceros imparciales en la contienda,  dando  así  valor  a  las deposiciones  que  se  conforman  con la realidad (esta Sala,  RSD:  245/06  in  re   "Gallo,   Edelmira   Elsa c/Cersosimo, Arturo Horacio s/Interdicto  de  recobrar" Exp:  62131;  RSD:  358/07 "Sosa, Lina c/Exp. Caraza SA s/Ds y Ps" causa: 63795; RSD: 54/09 "Smeiniansky, David c/Baratucci, Camilo s/Usucapion" Exp: 66253).

               Un   testigo   es  atendible  cuando  su declaración es idónea para crear la convicción del juez sobre  la verdad de los hechos a los cuales se refiere. En  este  orden, para apreciar la eficacia del testigo, deben  atenderse  las  circunstancias  o  motivos   que corroboran o disminuyen la fuerza de sus declaraciones, pues  ni  el  juramento de decir verdad impuesto por la ley  ni las manifestaciones formuladas al responder por las generales de la ley impiden que el juez  ejerza  la potestad legal de apreciarlas según las  reglas  de  la sana crítica (esta Sala,  RSD:  245/06  in  re  "Gallo, Edelmira Elsa c/Cersosimo, Arturo Horacio  s/Interdicto de recobrar" Exp: 62131; RSD: 358/07 "Sosa, Lina c/Exp. Caraza  SA  s/Ds  y  Ps"  causa:  63795;   RSD:   54/09 "Smeiniansky, David  c/Baratucci,  Camilo  s/Usucapion" Exp: 66253).

               Estimo que los testimonios brindados  en la causa no arrojan demasiados elementos para  resolver la procedencia de la acción, ya que tanto los  testigos propuestos por la actora (Godoy -fs. 240- y Papajorge -fs. 241/242-) como los propuestos  por  los  accionados (Gomez  Taule  -fs. 245/246-, Arminio -fs. 247-, Lobo -fs.  248-  y  Coronel  -fs.  249/250-), se basan en los propios dichos de la parte que los propuso o bien, como sucede   con   los  testigos  de  la  parte  demandada, sostienen que viven en la finca  desde  hace  cuatro  o cinco  años,  que  es  aproximadamente  el  tiempo   de sustanciación que lleva el proceso al  momento  de  sus declaraciones (art. 384 y 456 CPCC).

               Es  del  caso  señalar  que  comparto la apreciación que hiciera el magistrado de anterior grado de los testimonios de Bazan y Guzman, por  lo  cual  no son considerados. 

               XIII- Probado el dominio en cabeza de la accionante conforme el informe  de  fs.  262/264  y  no habiendo acreditado la parte accionanda su carácter  de poseedores,  conforme  lo  que  vengo exponiendo en los considerandos  que  preceden,  estimo  que  corresponde revocar la sentencia y, en consecuencia, hacer lugar  a la demanda  de  desalojo  promovida  por  Alicia  Mabel Pertierra, a través de  su  apoderada  Esther  Herminda Cajal, contra Alejandra Noemí Sosa y  Gregorio  Nicolas Aranda,  con  relación  al  inmueble  sito   en   calle Güiraldes Nº2602 de Lomas de  Zamora  del  partido  del mismo nombre, con costas  de  ambas  instancias  a  los accionados vencidos, lo cual dejo propuesto al Acuerdo. 

               XIV.-   En   ocasión   de  replicar  los agravios  vertidos  por la parte actora, los accionados requirieron que se sancione  tanto  a  los  accionantes como a su letrado por temeridad y malicia, en  atención a  las  manifestaciones  injuriantes  vertidas  en   el juicio, respecto de los demandados.

               Las normas permisivas de  las  sanciones por inconducta procesal (arts.34 ap. 5º y 45  del  Cód. Procesal)  deben  ser  aplicadas   "cautissimo   modo", vigilando   eso   sí   la   normalidad  del  proceso  y salvaguardando  su  buen  orden  (Esta  sala  I   autos "Cabaleiro J. Carlos y otro c/  Caballero  Ramon  C.  y otro s/  Daños  y  Perjuicios"  causa  Nº  57.504  Reg. Interl. Nº 600 del 9-10-03).

               En  este  sentido,  el  artículo  45 del Código  instrumental,  sólo resulta aplicable cuando el deudor perseguido judicialmente que  litiga  sin  razón valedera, ocasione con la demora en la  percepción  del crédito un perjuicio patrimonial al demandante.

               En   este  entendimiento,  dado  que  la conducta desplegada por la parte actora  y  su  letrado apoderado,  las  que  fueran  analizadas  con  espíritu crítico, y teniendo en  cuenta  la  circunstancias  del caso,  no  aparecen  como  de  una  actitud temeraria y maliciosa,  que  los  hagan  merecedores  de  la  multa prevista  en la norma arriba citada, correspondiendo en consecuencia  desestimarse  la solicitud en tal sentido formulada por la parte demandada en su contestación  de agravios.

               Por  las   mismas   razones   apuntadas, corresponde  que  sea  desestimado  los  requerido   en relación al pase  de  las  actuaciones  al  Colegio  de Abogados departamental. 

               En virtud de estas consideraciones, 

                 -VOTO POR LA NEGATIVA-

A  la  misma  primera  cuestión,  el  Dr.  Igoldi,  por consideraciones   análogas,   TAMBIEN   VOTA   POR   LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:

               Visto el acuerdo logrado  al  tratar  la cuestión que antecede, corresponde revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, hacer lugar a la demanda de desalojo promovida por Alicia Mabel Pertierra, a trav‚s de su apoderada Esther Herminda Cajal, contra Alejandra Noemí Sosa y Gregorio Nicolas Aranda, con  relación  al inmueble  sito  en  calle  Güiraldes Nº2602 de Lomas de Zamora del partido del mismo nombre, condenándo a estos últimos a desalojar el  referido  inmueble  dentro  del plazo   de  diez  (10)  díaz  de  encontrarse  firme  y consentida   o   ejecutoriada   la    presente,    bajo apercibimiento de ser ordenado el  lanzamiento  con  el auxilio  de  la  fuerza  pública,  si  fuere  menester. Corresponde,  asimismo, rechazar los pedidos realizados a fs. 373vta por los  accionados,  conforme  surge  del Considerando XIV. Las costas de ambas instancias habrán de  ser soportadas por los accionados vencidos (art. 68 CPCC). Los honorarios profesionales se regularán en  su oportunidad (Ley 8904). 

                     -ASI LO VOTO-

A  la  misma  segunda  cuestión,  el  Dr.  Igoldi,  por compartir fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

                       SENTENCIA

               En  el  Acuerdo quedó establecido que la sentencia no es justa y debe ser revocada.

               POR  ELLO,  CONSIDERACIONES  del Acuerdo que  antecede  y  CITAS  LEGALES, revócase la sentencia apelada y, en consecuencia, se hace lugar a la  demanda de  desalojo  promovida  por  Alicia Mabel Pertierra, a través de su apoderada Esther  Herminda  Cajal,  contra Alejandra Noemí Sosa y  Gregorio  Nicolas  Aranda,  con relación  al inmueble sito en calle Güiraldes Nº2602 de Lomas   de   Zamora   del  partido  del  mismo  nombre, condenándo  a  estos  últimos  a  desalojar el referido inmueble  dentro  del  plazo  de  diez  (10)  días   de encontrarse   firme  y  consentida  o  ejecutoriada  la presente,  bajo  apercibimiento  de  ser  ordenado   el lanzamiento con el auxilio de  la  fuerza  pública,  si fuere  menester.  Asimismo,  se  rechazan  los  pedidos realizados  a  fs.  373vta por los accionados, conforme surge del Considerando XIV. Costas de ambas  instancias a los accionados vencidos. Difiérese la  regulación  de los  honorarios  profesionales  para  su   oportunidad. Regístrese. Notifíquese y, consentida  o  ejecutoriada, devuélvase a la instancia de origen. 

NORBERTO HORACIO BASILE          CARLOS RICARDO IGOLDI

JUEZ                          JUEZ   

MANUELA MARIA OCHANDIO
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